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JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
RECONOCIMIENTO STATUS DE VÍCTIMA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. Como se aprecia, el señor MAURICIO ARTURO SOLER agotó la vía gubernativa para procurar que la entidad estatal lo reconociera como víctima del conflicto armado, y al no hacerlo, se abría para él la posibilidad de acudir a la vía ordinaria por intermedio de la jurisdicción contenciosa administrativa para que se definiera el asunto, lo cual no hizo y por el contrario concurrió ante el juez constitucional para que por medio de este mecanismo, preferente y sumario se le conceda su reclamo, cuando es sabido que el tema debe ser debatido ante la jurisdicción ordinaria para que sea el juez natural, con inmediación probatoria y con ejercicio pleno del derecho de defensa y contradicción de la demandada, quien determine si le asiste o no razón en sus pretensiones. En criterio de la Corporación, al estar en discusión si la muerte del señor MIGUEL ARTURO SOLER RODRÍGUEZ efectivamente lo fue a manos de un grupo narco-paramilitares vinculado al “cartel de Medellín”, como lo asegura el actor, el escenario no puede ser definido por el juez constitucional sino por las instancias judiciales ordinarias. En esos términos, el funcionario de primer grado acertó en su determinación al considerar improcedente el amparo, toda vez que el accionante cuenta con otros medios judiciales para obtener lo que pretende, además de no haber demostrado la existencia de un perjuicio irremediable que dé lugar a su procedencia como mecanismo transitorio. 
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Pereira, dieciocho (18) de julio de dos mil diecisiete (2017)

                                                                 Acta de Aprobación N° 699
                                                  Hora: 10:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

Del escrito arrimado por el señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL se puede sintetizar lo siguiente: (i) en octubre 10 de 1989 su padre MIGUEL ARTURO SOLER RODRÍGUEZ, quien se desempeñaba como Gerente de distribución del periódico El Espectador en Antioquia, fue asesinado en Medellín por grupos organizados al margen de la ley -narcoparamilitares- financiados por el cartel de Medellín; (ii) no se puede desconocer que en dicha época, como hasta la actualidad, el narcotráfico ha agitado el conflicto armado interno; (iii) del concepto de conflicto armado, se puede ver claramente su condición de víctima, en atención a lo dispuesto por el DIH, normativa de derechos humanos, y el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, máxime que el asesinato de su padre fue declarado como de lesa humanidad, no obstante que aún continua en la impunidad y sin encontrar la verdad; (iv) del homicidio de su ascendiente no ha recibido reparación alguna, pese a cumplir con los presupuestos para ser considerado tanto él como su familia, como víctimas del conflicto interno; (v) en el año 2013 a una víctima de Pablo Escobar, bajo el mismo modus operandi en que fue asesinado su padre, se le reconoció e incluyó en el Registro Único de Víctimas -RUV-, y tal situación sirve como precedente jurídico; (vi) a raíz de su declaración, la UARIV profirió la resolución 2016-97630 de mayo 12 de 2016, por medio de la cual le desconoció tal derecho y negó la inclusión en el registro, lo cual se erige como una discriminación y vulneración de sus derechos fundamentales; (vii) pese a interponer recurso contra tal determinación, ésta se confirmó por resolución 2016-97630R de enero 27 de 2017, desconociéndose el material probatorio allegado con tal finalidad; y (viii) la UARIV no atiende los presupuestos jurídicos y fácticos que los hacen merecedores de las medidas de reparación, y realiza una valoración superflua e incompleta de su caso, lo cual les deja consecuencias graves a nivel económico, emocional y psicológico.

Pide se tutelen sus derechos fundamentales, así como los de su núcleo familiar a la igualdad, debido proceso, buena fe, integridad personal y vida digna, y por ende se ordene revocar la resolución 2016-97630 de mayo 12 de 2016 proferida por la UARIV, se reconozca el hecho victimizante del homicidio de su padre en el marco del conflicto interno, y se proceda a su inscripción y la de su núcleo familiar en el Registro Único de Víctimas.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la UARIV, cuya Directora de Registro y  Gestión de la Información  manifestó lo siguiente: (i) frente al recurso de apelación que en subsidio  fue presentado por el señor MAURICIO ARTURO SOLER contra la resolución 2016-97630R de enero 27 de 2017, la unidad resolvió lo pertinente por resolución 201710375 de marzo 29 de 2017 mediante la cual confirmó lo ya decidido y en consecuencia no reconoció el hecho victimizante de homicidio, de lo cual se le envío la comunicación respectiva; (ii) en este asunto se configura un hecho superado, pues la respuesta de la entidad fue clara, precisa y congruente con lo pedido; y (iii) pide se nieguen las pretensiones de la tutela, ya que la AURIV dentro del marco de sus competencias ha realizado todas las gestiones para cumplir los mandatos legales y constitucionales con miras a evitar que se vulneren derechos fundamentales.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de junio 20 de 2017 y dentro del término constitucional, el a quo declaró improcedente la tutela, al considerar que la presunta vulneración de derechos proviene de un acto administrativo y por ende existen otros instrumentos judiciales a los cuales puede acudir el interesado como lo sería la justicia contencioso administrativa, cuya competencia no puede ser suplantada por el juez constitucional, salvo que se utilice para evitar un perjuicio irremediable, lo que acá no se acreditó.

4.- IMPUGNACIÓN

El actor se muestra inconforme con la decisión adoptada, por lo siguiente: (i) por esta vía, otro despacho judicial en tutela de abril 4 de 2017 ordenó incluir al accionante en el RUV, por el hecho victimizante de desplazamiento, siendo su solicitud en el mismo sentido por el hecho del homicidio de su padre; (ii) al negársele sus solicitudes como víctima del conflicto armado, se vislumbra una revictimización como daño sistemático por tal condición, pues dicha actuación vulnera sus derechos fundamentales; (iii) quienes han sufrido de los embates del conflicto, gozan de especial protección constitucional, y al haber agotado los recursos ante la UARIV se debe analizar desde el punto de vista jurídico, humanitario y procedimental la procedencia de la tutela, para ver materializados sus derechos dentro del marco de la verdad, justicia y reparación; (iv) la sentencia impugnada desconoce los derechos que les asisten y por eso pide la revocatoria del acto que los revictimiza y conculca sus garantías; (v) hoy sus derechos son nuevamente desconocidos, como lo fueron desde el homicidio de su padre, pese a que con la Ley 1448 de 2011 vieron una luz jurídica de esperanza para reparar el daño que sufrieron; (vi) la vulneración de derechos de la UARIV lo es por no definirle su calidad de víctima, pese a los elementos materiales de prueba y los distintos recursos presentados, por lo que aún subsiste dicha denegación; y (vii) pide en consecuencia una respuesta de fondo para que no se les revictimice y que sus derechos fundamentales sean reconocidos como afectados por el conflicto, sin selectividad ni discriminación.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente  la acción constitucional elevada en contra de la UARIV por parte del señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, buena fe, integridad personal y vida digna que estima vulnerado por la UARIV, al no haber dispuesto su inclusión en el Registro Único de Víctimas, a raíz del hecho victimizante de homicidio de su padre MIGUEL ARTURO SOLER RODRÍGUEZ, acaecido en octubre 10 de 1989 a manos de grupos narco-paramilitares, financiados por el “cartel de Medellín”.
De conformidad con los artículos 154 de la Ley 1448 de 2011
 y 17 del Decreto 4800 de 2011
, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- es la entidad responsable del RUV, el cual reemplazó al Registro Único para la Población Desplazada –RUPD- 
. 

El artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 reconoce como víctimas, para los efectos de dicho estatuto legal, a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño como consecuencia de graves violaciones a los derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. De igual modo, se especifica en el parágrafo 3° de dicha disposición, que la definición de víctimas allí establecida no cobija a quienes fueron afectados por actos de delincuencia común.

Así mismo el referido decreto define al RUV como “una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de las víctimas”.
 Además aclara que tal calidad es una situación fáctica que no se encuentra supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro. “Por lo tanto, el registro no confiere la calidad de víctima, pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 y de sus necesidades”
.

Tal situación es lo que ha llevado a la Alta Corporación Constitucional a señalar que el RUV es: “una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos
. Por ende, ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar
, en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011”
.
De la situación fáctica planteada por el señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL, se observa que su pretensión consiste en que se ordene a la UARIV, su inclusión y la de su núcleo familiar en el Registro Único de Víctimas -RUV- al que tiene derecho con ocasión del hecho victimizante de homicidio de su padre MIGUEL ARTURO SOLER RODRÍGUEZ, ocurrido en octubre 10 de 1989 a manos de grupos narco-paramilitares financiados por el narcotráfico del “cartel de Medellín”, toda vez que al adelantar los trámites pertinentes se le negó tal inclusión al considerarse que el hecho denunciado nada tiene que ver con el conflicto armado, frente a lo cual interpuso recursos de reposición y de apelación, los que fueron resueltos en similar sentido, razón por la cual se decidió a acudir a la acción constitucional para que se protegieran los derechos fundamentales que considera vulnerados.

De conformidad con la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Así mismo ha predicado esa Alta Corporación que: “La regla general es que el mecanismo constitucional de protección no puede superponerse a los mecanismos ordinarios establecidos en el ordenamiento jurídico de forma que los suplante o que se actúe como una instancia adicional para debatir lo que ya se ha discutido en sede ordinaria. En particular, la Sala insiste en que esta regla general conduce a que en los procedimientos administrativos, la tutela no procede contra actos expedidos por una autoridad administrativa, pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales, sin embargo, sólo de manera excepcional esta acción procede transitoriamente cuando se compruebe la existencia de un perjuicio irremediable” 
.
Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción; es decir, la tutela no puede convertirse en un mecanismo alternativo, sustitutivo, paralelo o complementario de los diversos procedimientos judiciales, salvo que dichas vías sean ineficaces, inexistentes o se configure un perjuicio irremediable. 

Y para que se configure un perjuicio irremediable, éste debe ser inminente, grave y debe requerir medidas urgentes e impostergables, lo cual debe conllevar la inmediatez de la medida de protección.

Del estudio de la documentación aportada a este asunto, se observa que la AURIV, por intermedio de la Directora Técnica de Registro y Control de la Información, por Resolución 2016-97630 de mayo 12 de 2016 dispuso no incluir al señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL, ni a su grupo familiar, en el RUV. Tampoco reconoció el hecho de homicidio de su padre, al no lograrse evidenciar que el acontecimiento en el que resultó víctima su padre se enmarque dentro del conflicto interno armado o que tenga una relación directa, cercana o suficiente con el mismo.

Contra dicha determinación, que resultó lamentablemente desfavorable para los intereses del actor, se interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación. El primero se resolvió mediante resolución 2016-97630R de enero 27 de 2017, con la confirmación en su integridad; en tanto el segundo se desatado por el jefe de la Oficina Jurídica de la UARIV en  marzo 29 de 2017, con igual consecuencia, al estimar en sus conclusiones que: “Antioquia ha sufrido diferentes flagelos como lo es el Narcotráfico y el conflicto armado, se evidencia por el contexto histórico de Colombia que para la fecha de la ocurrencia de los hechos estos dos flagelos no tenían vínculo alguno, dado que los atentados que sufrieron los miembros del diario el Espectador se dio por el actuar delictivo de los miembros del cartel de Medellín, que para ese momento solo pretendían tomar medidas terroristas para beneficios propios y económicos teniendo en cuenta que su actividad principal era el narcotráfico, no por intereses de un grupo armado al margen de la ley”.

Como se aprecia, el señor MAURICIO ARTURO SOLER agotó la vía gubernativa para procurar que la entidad estatal lo reconociera como víctima del conflicto armado, y al no hacerlo, se abría para él la posibilidad de acudir a la vía ordinaria por intermedio de la jurisdicción contenciosa administrativa para que se definiera el asunto, lo cual no hizo y por el contrario concurrió ante el juez constitucional para que por medio de este mecanismo, preferente y sumario se le conceda su reclamo, cuando es sabido que el tema debe ser debatido ante la jurisdicción ordinaria para que sea el juez natural, con inmediación probatoria y con ejercicio pleno del derecho de defensa y contradicción de la demandada, quien determine si le asiste o no razón en sus pretensiones.

En criterio de la Corporación, al estar en discusión si la muerte del señor MIGUEL ARTURO SOLER RODRÍGUEZ efectivamente lo fue a manos de un grupo narco-paramilitares vinculado al “cartel de Medellín”, como lo asegura el actor, el escenario no puede ser definido por el juez constitucional sino por las instancias judiciales ordinarias.
En esos términos, el funcionario de primer grado acertó en su determinación al considerar improcedente el amparo, toda vez que el accionante cuenta con otros medios judiciales para obtener lo que pretende, además de no haber demostrado la existencia de un perjuicio irremediable que dé lugar a su procedencia como mecanismo transitorio. 

Así mismo, y aunque alude que por parte de otro despacho judicial de esta jurisdicción -nos referimos al Juzgado Séptimo Administrativo de Pereira- se concedió la protección a un ciudadano que solicitó su vinculación como víctima a la UARIV, del estudio de esa providencia se observa sin dubitación alguna, que es un tema totalmente diferente al aquí planteado, porque obedece a personas que se encuentran en condición de desplazamiento y frente a tal aspecto la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que a éstos no se les puede negar su inclusión como afectado por el conflicto armado
.

Así las cosas y al considerar que la sentencia emitida por el funcionario de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en junio 20 de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ley 1448 de 2011. “Artículo 154. Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley”.


� Decreto 4800 de 2011. “Artículo 17. Entidad responsable del manejo del Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas será la encargada de la administración, operación y funcionamiento del Registro Único de Víctimas.”


� En este sentido, la Corte Constitucional ha indicado que las reglas jurisprudenciales aplicables al Registro Único de Población Desplazada (RUPD) son trasladables a la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV) (sentencia T-067 de 2013. M.P. Alexei Julio Estrada).


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


�  Sentencia T-004 de 2014. (M.P. Mauricio González Cuervo). En esta decisión, la Corte señaló que la inscripción en el Registro Único de Víctimas “es un requisito meramente declarativo y no constitutivo de la condición de víctima, en donde, a través de un trámite de carácter administrativo, se declara la condición de desplazado, a efectos de que las víctimas de este delito puedan acceder a los beneficios legales y a los diferentes mecanismos de protección de derechos, con carácter específico, prevalente y diferencial, para dicha población.” Igualmente, véase, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). 


�  Ver, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Sentencia T-163 de 2017.


� Sentencia T-030 de 2015.


� Consúltese entre otras el Auto 119 de 2013, así como las Sentencias T-556 de 2015 y T-290 de 2016 de la Corte Constitucional.
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